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Introducción

En México, hablar de democracia implica la referencia obligada de las relaciones Estado-sociedad 
y sus principios de vinculación constitucional, las cuales no se caracterizan por regirse bajo los 
principios de igualdad y equidad. Exponer los procesos de transición que han existido en México 
supone hacer mención de las diversas luchas que se han emprendido en diferentes frentes para 
alcanzar estos principios básicos. Una de ellas, particularmente, es el ejercicio pleno del derecho a 
la libertad de expresión, garantizado en los artículos sexto y séptimo constitucionales.

De forma resumida, señalamos que el sentido clásico de la libertad de expresión estriba, en primer 
término, en incentivar el desarrollo, tanto de la persona como de la sociedad. En segundo lugar, se 
mencionan los incentivos que se generan a partir del cumplimiento de este derecho fundamental 
a la deliberación pública democrática (Madrazo, 2011: 18-19). Evidentemente, al contrastar esta 
teorización con los casos empíricos y medir el grado de libertad de expresión podemos encontrar 
hondas diferencias, particularmente si revisamos a las entidades federativas.

El estado de Nuevo León, a pesar de que ha experimentado procesos de alternancia política, ello 
no ha significado necesariamente un avance sustantivo en su democracia (Medellín, 2011) y en un 
eficaz Estado de derecho, que es una de las arenas indispensables para la consolidación del mo-
delo democrático (Linz y Stepan, 1996). En mediciones recientes, la entidad está clasificada con 
un grado de impunidad muy alto (ocupando el lugar 17), mostrando un atraso importante en la 
procuración de justicia (Le Clercq y Rodríguez, 2018: 40). Por otra parte, en este estado, al igual 
que en otros, se han incrementado los niveles de criminalidad y de presencia activa de los cárteles 
del narcotráfico. De acuerdo con un estudio de Mexico Peace Index, se produjo un aumento de la 
violencia en 87 por ciento de 2003 a 2012, llegando al lugar 30 de 32, con los peores promedios de 
deterioro (Mexico Peace Index, 2013: 11). Sin embargo, entre 2015 y 2018 ha mejorado su posición 
pasando del lugar 20 al 17, respectivamente (Mexico Peace Index, 2019).

Ahora bien, en los reportes de organismos internacionales, destacan varios documentos que ana-
lizan el ejercicio del periodismo en el estado de Nuevo León. Rodríguez (2014: 63) señala que 
quienes ejercen el periodismo trabajan fundamentalmente bajo constricción por los intereses de 
la élite económica y política que han sido muy dominantes en la entidad, además de que, como 
gremio, hay pocos lazos de solidaridad y se labora fundamentalmente en la individualidad.

Existe un Informe Especial sobre la Libertad de Expresión en México 2010, realizado por la Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), el cual destaca que en el estado aparecieron 
las primeras agresiones hacia periodistas en el marco de la guerra contra el crimen organizado. De 
acuerdo con cifras disponibles en la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos contra 
la Libertad de Expresión (FEADLE), de 2005 a 2015 el porcentaje de personas desaparecidas que 
ejercían el periodismo en Nuevo León representó un 8 por ciento del total nacional (CASEDE-
Freedom House, 2015: 15). Cabe señalar que desde 2016, la FEADLE dejó de publicar este dato en 
la página de internet oficial.

En términos de ejemplos relevantes, en 2007 fue registrado el asesinato de un reportero y de un 
camarógrafo por temas de cobertura en materia de narcotráfico (Rodríguez, 2014: 67); en 2010, un 
periodista apareció asesinado en Montemorelos con un disparo en la cabeza (CIDH, 2011: 13-14); en 
ese mismo año, una periodista que participaba en un colectivo ambientalista por la defensa de un 
parque público recibió amenazas por el sentido de sus publicaciones (CIDH, 2011: 25).

También se registraron lanzamientos de artefactos explosivos a las instalaciones de una estación 
de radio propiedad de la empresa Grupo Multimedios, y otra de televisión de la empresa Televisa 
Monterrey (CIDH, 2011: 37-38). Cabe señalar que en los últimos 19 años, solamente se ha registrado 
un homicidio contra periodistas (FEADLE, 2019: 9). Sin embargo, hasta la fecha se encuentran 
abiertas 15 indagatorias por delitos contra periodistas, incluyendo averiguaciones previas (9) y 
carpetas de investigación (6).

Por otra parte, actualmente, en la entidad sólo existe registrada una radio comunitaria, Radio 
Tierra y Libertad, dirigida a las zonas en situación de vulnerabilidad de Monterrey. Ésta solicitó su 
permiso para operar desde 2002, pero fue retrasada su aprobación hasta 2009. Un año antes, el 
dirigente de la estación fue agredido y se le confiscó el equipo de transmisión por agentes de la 
Policía Federal (CIDH, 2011: 83).
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Recientemente, en la medición sobre el Estado de derecho a nivel sub-nacional, que realizó World 
Justice Project para 2018, Nuevo León ocupa el lugar número diez, de 32 posiciones. En este es-
tudio, la entidad se encuentra dentro de los primeros lugares en el respeto al Estado de derecho, 
con un puntaje de 0.42, por encima del promedio nacional (World Justice Project, 2018: 13). En lo 
particular, cuando se miden derechos fundamentales, la sub- variable de la libertad de expresión 
tiene un puntaje de 0.62; sin embargo, no se explica cómo se llega a ese resultado (World Justice 
Project, 2018: 46).

Fuera de estos estudios de organismos internacionales, no se ha identificado información sistema-
tizada producida desde la localidad, ni siquiera por entidades académicas u organizaciones de la 
sociedad civil, acerca de la situación de periodistas que radican en la entidad.

No existe hasta la fecha legislación local que proteja y garantice la integridad y ejercicio profesio-
nal de periodistas; no obstante, han existido iniciativas para la protección de este gremio, ya sea 
la presentada como iniciativa ciudadana en 2015 (Estrada, 2015), o por el grupo parlamentario del 
PRI en el mismo año (Guajardo, 2015)4 y en 2017 (Garza, 2017). Particularmente, esta última no 
alcanzó consenso legislativo, pues buscaba que el ejercicio del periodismo se reconociera como 
una actividad de interés público y que, por lo tanto, el Estado debía promover, respetar y proteger 
los derechos humanos relacionados con la actividad periodística. También establecía la petición 
de medidas preventivas y de protección urgentes, además de la creación de un fondo para la 
protección integral de las personas defensoras de los derechos humanos, y periodistas. Proponía 
también la creación de un “Mecanismo de Protección Integral de Personas Defensoras de Dere-
chos Humanos y Periodistas en el Estado de Nuevo León”, pensado como un organismo público 
descentralizado del Poder Ejecutivo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y con autono-
mía técnica y de gestión (Garza, 2017: 5).

Además, se tiene registro de una iniciativa del PAN presentada en septiembre de 2014, para agra-
var las sanciones a las lesiones y homicidios hacia personas que ejercen el periodismo (Benavides, 
2014). La reforma a los artículos 292 y 313 bis I fue aprobada en mayo de 2016, y se aumentó hasta 
en diez años de prisión a quien cometa homicidio contra personas periodistas en el ejercicio de 
su profesión (Código Penal del Estado de Nuevo León, 2017). Recientemente, en febrero de 2019, 
el grupo parlamentario de Movimiento Ciudadano presentó una iniciativa para crear la Ley para 
la Protección de Periodistas y Personas Defensoras de Derechos Humanos de Nuevo León, que 
fue turnada a la Comisión de Desarrollo Social y Derechos Humanos de la LXXV Legislatura. En 
el resto de los temas relacionados, pese a los esfuerzos de los grupos de interés, no ha existido 
hasta el momento un consenso legislativo que apruebe una ley local que proteja de forma integral 
al gremio periodístico.

Enseguida desarrollamos la información cualitativa de Nuevo León, respecto de las categorías 
consideradas en el presente Índice Estatal de Libertad de Expresión en México 2019.

Dimensión 1
Marco legal de 
la libertad de 
expresión y la 
defensa de los 

derechos humanos

En esta dimensión, en el indicador que 
se refiere al derecho a la libertad de ex-
presión en la legislación local, encontra-
mos que existe una armonización de la 
Constitución Política del estado confor-
me a las disposiciones jurídicas deriva-
das de la reforma de derechos humanos 
en 2011, por lo que tiene una calificación 
de 10; sin embargo, no existe un marco 
legal vigente que reafirme a la libertad 
de expresión como un derecho univer-
sal, por lo que no hay una definición 
amplia y que sea incluyente de las cláu-
sulas de respeto al secreto profesional 
de acuerdo con los estándares interna-
cionales, ni sobre libertad de concien-
cia y de acceso libre y preferente a las 
fuentes de información. Además, tam-
poco se cuenta con una Fiscalía o agen-

cia especializada en la investigación de 
delitos cometidos contra la libertad de 
expresión. Sólo se tiene una reforma al 
Código Penal del Estado de Nuevo León 
donde se endurecen las sanciones a las 
amenazas y homicidios cometidos con-
tra periodistas en el ejercicio de su pro-
fesión.

La medición del indicador sobre la exis-
tencia de un Mecanismo o Unidad Esta-
tal de Protección de personas defenso-
ras de derechos humanos y de quienes 
ejercen el periodismo, también es nega-
tiva, dada la inexistencia de una legisla-
ción que la instaure, y por consiguiente 
de una reglamentación conducente. No 
hay definición amplia sobre qué es ser 
periodista, ni de persona defensora de 
los derechos humanos, de acuerdo con 
los estándares internacionales. Para am-
bas figuras, tampoco se contemplan 
protocolos de seguridad en el ejercicio 
de su actividad, ni se ofrece algún tipo 
de protección a los medios de comuni-
cación por tareas que involucren un alto 
riesgo profesional. La valoración defini-
tiva de este indicador es baja, ya que, 

en términos de instrumentos legales, a 
pesar de tener una armonización en la 
Constitución local en materia de dere-
chos humanos, se observa un vacío en 
lo relativo a la protección del trabajo de 
periodistas y de personas defensoras de 
derechos humanos, y por consiguiente 
de mecanismos institucionales que co-
adyuven a tal fin.

En lo que concierne al indicador que 
mide la eliminación de leyes que crimi-
nalizan el ejercicio de la libertad de ex-
presión, se puede observar que siguen 
vigentes diversos artículos en el Código 
Penal del estado que afectan la liber-
tad de expresión, al equipararse como 
delito el “halconeo”5 (artículo 192); al 
poder acusarse por el delito de injurias 
(artículo 342) y por el delito de difama-
ción (artículo 344). Aunado a ello, la 
libre manifestación de las ideas puede 
afectarse por la reforma al Código Penal 
para el Estado de Nuevo León, realizada 
en 2011, cuando en el artículo 177 bis 1 
se asentó que se puede acusar del de-
lito de obstrucción de la vía pública a 
“[...] quien con actos materiales ataque 
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los derechos de terceros, impidiendo 
total o parcialmente el libre tránsito de 
vehículos automotores. Para los efectos 
de este capítulo se entiende por vía pú-
blica a las calles, avenidas, carreteras, 
autopistas o libramientos. No será con-
siderado delito el que las personas se 
manifiesten ordenada y pacíficamente, 
realizando marchas, cuando por cual-
quier motivo circulen por la vía públi-
ca” (Código Penal del Estado de Nuevo 
León, 2017).

La valoración definitiva de la Dimensión 
1 es de 1.2, lo cual revela una muy im-
portante deficiencia en la producción 
de legislación que proteja el ejercicio 
de la libertad de expresión. Como lo 
ha establecido el Comité de Derechos 
Humanos de la Organización de las Na-
ciones Unidas, todos los poderes del Es-
tado (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) y 
las autoridades públicas o de gobierno, 
cualquiera que sea su nivel (nacional, 
regional o local), pueden dar lugar a 
responsabilidades en esta materia, por 
lo que deben cerciorarse de que las per-
sonas estén protegidas de los actos que 
obstaculicen el disfrute de las libertades 
de opinión y expresión, así como asegu-
rarse de que su legislación interna haga 
efectivos estos derechos (CCPR, 2011). 
La observancia de esta obligación re-
dundaría positivamente en el ejercicio 
de los referidos derechos, y se fortale-
cerán el Estado de derecho y el proceso 
de consolidación democrática.

Dimensión 2
Derecho de acceso 

a la información

Esta categoría tiene el indicador rela-
tivo al acceso a la información pública 
que señala, entre otros aspectos, el total 
de solicitudes de información recibidas 
(26,490) en 2018, cuya cifra es contras-
tada con la cantidad de solicitudes re-
sueltas (23,249) por los sujetos obliga-
dos en el estado en el mismo año, y de 
lo que se deriva una evaluación de 8.8 
en la escala de 0 a 10.

También se observa que el número de 
recursos de revisión interpuestos6 fue 
de 2,949; 172 se modificaron, 54 se 
revocaron y en 156 se ordenó dar res-
puesta. Asimismo, hay un porcentaje del 
95.9 de cumplimiento a las resoluciones 
sobre inconformidad dictadas por el ór-
gano garante del derecho al acceso a 
la información pública estatal en 2018; 
en cuanto a la cantidad de resoluciones 
dictadas en casos de inconformidad, fue 
de 702, y la de incumplimiento fue de 
29. Por lo tanto, el indicador de incum-
plimiento en una escala de 0 a 10 es de 
4.1, mientras que la proporción de cum-
plimiento fue de 95.9.7

El siguiente indicador se refiere al acce-
so de las personas a las tecnologías de 
la información y la comunicación. En el 
primer rubro a medir, podemos señalar 
que en una escala de 0 a 10, la propor-
ción de hogares con acceso a televisor 
digital en el estado de Nuevo León es 
de 9.64; de personas usuarias de com-
putadora es de 5.19; de visitantes de 
internet es de 7.64; y de personas usua-
rias con conexión móvil a internet me-
diante un teléfono inteligente, de 6.53. 
Estos resultados nos muestran un grado 
aceptable de conexión de la ciudadanía 
neolonesa a las diversas tecnologías de 
la información y la comunicación, es de-
cir, el promedio del indicador es de 5.8. 
La valoración total de la dimensión 2 es 
de 6.3.

Se puede destacar que, en el caso de 
Nuevo León, se registra una dinámica 
de actuación importante por parte del 
órgano regulador de acceso a la infor-
mación pública del estado, lo que ha de-
rivado en que no se desestime su inter-
vención por parte de la ciudadanía. En 
lo que respecta al acceso de las perso-
nas a las tecnologías de la información 
y la comunicación, se puede constatar 
que se tiene un acceso alto, lo que de-
bería redundar en un mayor uso de los 
canales informativos y contribuir po-
tencialmente a la construcción de una 
opinión pública crítica y, por ende, a la 
deliberación pública democrática.

Dimensión 3
Pluralismo en los 

medios

De acuerdo con el padrón de concesio-
nes vigentes para 2018, en Nuevo León 
se cuenta con los tres tipos de uso de 
concesiones que mide el indicador res-
pectivo: público, comercial (privado) 
y social-comunitario. Sin embargo, las 
emisoras públicas y privadas no gene-
ran contenidos dirigidos a las comuni-
dades o los pueblos indígenas, como 
pide revisar otro indicador. Este punto 
es destacable porque de acuerdo con el 
censo del INEGI (2010), en Nuevo León 
existen poco más de 40 mil 137 habitan-
tes de cinco años y más que hablan al-
guna lengua indígena, y más de 352 mil 
personas que se consideran indígenas,8 
además de la presencia de 56 diferen-
tes pueblos originarios que provienen 
fundamentalmente de la migración del 
sureste del país (Olvera, 2011: 3); como 
bien ha señalado Durin, quien se dedica 
a investigar la existencia de estos gru-
pos indígenas en la entidad: “La ten-
dencia de la migración indígena hacia 
los estados del noreste ha ido a la alza” 
(Durin, 2003: 1). Por lo tanto, la medi-
ción total de este indicador recibe un 
promedio de 5.

Ahora bien, en términos de la concen-
tración de las estructuras de propiedad 
en los medios de comunicación, que co-
rresponde al indicador que observa su 
grado de pluralidad, podemos conside-
rar que la concentración de la propiedad 
en las emisoras de televisión es clasifi-
cada como “alta”, debido a que tan sólo 
cuatro grupos principales concentran el 
90 por ciento de las concesiones de te-
levisión digital. En lo que respecta a la 
propiedad de las emisoras radiofónicas, 
también es “alta”, debido a que los cua-
tro grupos principales concentran el 50 
por ciento de las concesiones en el es-
tado. En referencia a los medios impre-
sos, la concentración se clasifica como 
“baja”, ya que los cuatro grupos princi-
pales no reúnen el 25 por ciento de las 
publicaciones periódicas. Uno de los te-
mas pendientes por analizar, en un ejer-
cicio de monitoreo de medios de comu-
nicación, es acerca de la diversidad de 
enfoques en torno a hechos que el sis-
tema de medios en Nuevo León ofrece.

Por último, en lo que se refiere a la 
transparencia en la propiedad de los 
medios, el 77 por ciento de las emisoras 
de radio y televisión realizan una decla-
ración activa del grupo mediático al que 
pertenecen. Si bien este porcentaje es 
aceptable, es importante impulsar una 
mayor transparencia respecto a la pro-
piedad de portales de internet, así como 
de agencias de noticias.

Respecto de la libertad de asociación y 
manifestación, en el indicador corres-
pondiente se puede observar que en el 
estado existen 421 organizaciones de 
la sociedad civil registradas, lo que de 
acuerdo con la medición de la escala de 
0 a 10 da un resultado de 7.7; es decir, 
existe un grado importante de sociedad 
civil organizada en diferentes ámbitos. 
Vale la pena preguntarse si esta diver-
sidad de organizaciones tienen acceso 
a los medios de comunicación para la 
difusión de sus actividades, sus ideas y 
sus opiniones.

En la variable “leyes que limitan las pro-
testas públicas o la libertad de asam-
blea”, en una escala de 0 a 10 se obtiene 
0, debido a que la manifestación de las 
ideas puede afectarse por el contenido 
del previamente citado artículo 177 bis 1 
del Código Penal para el Estado de Nue-
vo León. Una de las carencias que tiene 
el artículo 177 bis 1 es que no se indi-
ca qué es una manifestación ordenada 
y pacífica, ni qué pudiera considerarse 
como manifestación pública o manifes-
tación de las ideas. La valoración total 
del indicador es de 1.3.

Por otra parte, en el indicador que mide 
la participación de las mujeres en los 
medios de comunicación, de un total 
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de 291 puestos de liderazgo analizados 
para las emisoras de radio y televisión, 
al igual que de los medios impresos de 
Nuevo León, las mujeres apenas ocupan 
el 9 por ciento, por tanto, su calificación 
en una escala de 0 a 10 es 0.

En resumen, la dimensión 3 tiene un 
promedio de 3.2, que es considerado 
como bajo, ya que existen rubros que, 
si bien denotan que existe una plurali-
dad en el ejercicio de las concesiones, 
también es cierto que hay una concen-
tración alta de la propiedad, sobre todo 
en televisión y radio, además de que no 
es visible una efectiva igualdad de gé-
nero en los puestos de liderazgo. Por 
definición, el pluralismo en medios de 
comunicación requiere, por sí mismo, 
la no concentración de la propiedad de 
televisión y radio en unas cuantas com-
pañías, porque se reduce la capacidad 
de generar variedad en los criterios in-
formativos alternativos y se propicia re-
gularmente una dimensión editorial que 
puede estar, como se ha visto en otras 
experiencias, al servicio de intereses no 
necesariamente democráticos o de inte-
rés general. En términos de lo estable-
cido por el Comité de Derechos Huma-
nos de la Organización de las Naciones 
Unidas, los Estados deben adoptar me-
didas adecuadas, en forma compatible 
con el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, para impedir un exce-
sivo predominio o concentración de los 
medios de comunicación, lo que puede 
menoscabar la diversidad de fuentes y 
opiniones (CCPR, 2011).

Dimensión 4
Independencia de 
los medios de co-

municación

En esta dimensión se revisa el indica-
dor sobre la independencia del control 
gubernamental, y volvemos a encontrar 
valoraciones que no son óptimas. No se 
ha identificado ninguna ley local o regla-
mento que establezca criterios claros y 
objetivos para la distribución de la pau-
ta publicitaria del gobierno en el esta-
do. Por lo tanto, los mecanismos acor-
des para determinar los contenidos de 
la publicidad oficial no están presentes. 
No se ha encontrado tampoco ningún 
reglamento explícito sobre las prohibi-
ciones en la publicidad oficial de acuer-
do con los parámetros constitucionales, 
ni se ha detectado una reglamentación 
local que prohíba expresamente la pu-
blicidad engañosa y aquella que difun-
da imágenes, voces o símbolos, tanto 
de personas servidoras públicas como 
de partidos políticos (salvo la que se 
tenga en materia electoral en periodos 
de campaña). Tampoco se han ubica-
do criterios de asignación de la pauta 

publicitaria que no estén solamente re-
lacionados con el rating o con el nivel 
de audiencia en determinado medio de 
comunicación, ni una obligación expre-
sa de transparentar la información rela-
cionada con la asignación de las pautas 
publicitarias.

Mucho menos se ha localizado una re-
glamentación sobre los contenidos e 
información de las cuentas personales 
en redes sociales de las y los servidores 
públicos de acuerdo con los parámetros 
del artículo 134 constitucional (párrafo 
8), donde se indica que la propaganda 
comunicacional del gobierno en cual-
quiera de sus modalidades debe tener 
un carácter institucional y sólo con fi-
nes informativos, y que bajo ninguna 
circunstancia deberá incluir “nombres, 
imágenes, voces o símbolos que impli-
quen promoción personalizada de cual-
quiera que se desempeñe en el servicio 
público” (Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 2018).

En lo que se refiere al indicador diseña-
do para revisar efectivamente la trans-
parencia del gasto gubernamental en 
medios de comunicación, a diferencia 
de otros estados evaluados, la entidad 
no cuenta con un sistema para reflejar 
directamente los gastos en materia de 
publicidad oficial.9 Respecto del indica-
dor concerniente a la información sobre 
el gasto gubernamental en publicidad, 
desagregada por proveedores, en la 
respuesta a la solicitud de información 
se explica que para obtener los datos de 
todos los pagos que ha realizado la Se-
cretaría de Finanzas (por lo menos para 
2017), desglosado por proveedor y por 
partida presupuestal, se debe acceder a 
la siguiente página de internet <http://
www.nl.gob.mx/transparencia/depen-
dencia>. Dentro de estos datos se selec-
cionaron los correspondientes a la par-
tida de “Difusión por radio, televisión y 
otros medios de mensajes sobre progra-
mas y actividades gubernamentales”. La 
información se procesó para obtener el 
nivel de concentración por proveedor. 
Como resultado se obtuvo que el gas-
to total en publicidad oficial para 2017 
fue de 83,756,476 pesos. Los cinco pro-
veedores principales concentraron el 68 
por ciento de este gasto.10

La valoración total de la dimensión 4 
es de 1, ya que en términos generales 
se puede observar que no se ha identi-
ficado reglamentación ni transparencia 
proactiva respecto del gasto guberna-
mental en publicidad oficial.

Considerando que la libertad de expre-
sión es una condición necesaria para el 
logro de los principios de transparencia 
y rendición de cuentas que, a su vez, 
son esenciales para la promoción y la 

protección de los derechos humanos 
(CCPR, 2011), resulta fundamental que 
los citados principios permeen en toda 
la estructura gubernamental, a efecto 
de que se cuente con reglas que definan 
con claridad las bases que deben existir 
en la relación de los medios de comuni-
cación con el poder político, y de esta 
forma se proteja el ejercicio del derecho 
a la libertad de expresión de conductas 
discrecionales que puedan vulnerarlo.

Dimensión 5
Seguridad de 
personas que 

ejercen el 
periodismo y 

la defensa de los 
derechos humanos

Respecto del indicador mediante el cual 
se revisan los casos registrados por ho-
micidios contra periodistas y personas 
defensoras de los derechos humanos, 
en 2018 no se registraron homicidios, 
por lo que se tiene una calificación de 
10,11 pero sí se han presentado agresio-
nes. De acuerdo con los registros de 
expedientes de queja ante la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Nue-
vo León, en 2018 se denunciaron cinco 
agresiones relacionados con el ejerci-
cio de la libertad de expresión, cuatro 
de las cuales fueron contra hombres y 
una contra una mujer.12 Entre los hechos 
violatorios se encuentran amenazas, de-
tenciones arbitrarias, obstaculización o 
injerencias no permitidas en la búsque-
da de información. En los expedientes 
de queja no se cuenta con ningún regis-
tro de agresiones en contra de personas 
defensoras de los derechos humanos.

En lo referente a la efectividad en la 
investigación de los delitos generales 
denunciados, la tasa es del 0.75.13 El 
número de sentencias condenatorias 
en causas penales en primera instancia 
concluidas es de 580. En términos ge-
nerales, la cifra de delitos consumados 
registrados en averiguaciones previas 
iniciadas y/o carpetas de investigación 
abiertas por la Fiscalía del estado era 
de 83,974. Tampoco se han presentado 
mecanismos alternativos de solución de 
controversias ni procesos cerrados en 
primera instancia por acuerdos repara-
torios de acuerdo con el Censo Nacio-
nal de Impartición de Justicia y el Censo 
Nacional de Procuración de Justicia Es-
tatal (INEGI, 2018).14

Por último, para el indicador que mide 
la proporción de casos atendidos por 
los mecanismos o unidades estatales de 
protección de personas defensoras de 
los derechos humanos y periodistas, se 
ha señalado ya que en Nuevo León no 
existen ninguna de esas dos instancias. 
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Sin embargo, las agresiones registradas 
durante el periodo de análisis se cana-
lizaron a través de la Secretaría de Se-
guridad Pública, lo cual hizo en un 100 
por ciento de los casos.15 Es importante 
señalar que el indicador toma en cuenta 
la atención a los casos de agresión en 
el nivel estatal. En términos generales, 
la valoración de la dimensión 5 es de 9.

Se puede resumir que en el estado de 
Nuevo León, si bien no se han denun-
ciado homicidios contra periodistas, sí 
se han presentado agresiones, que vul-
neran el libre ejercicio de su profesión y 
que hacen necesario contar con los me-
canismos y protocolos adecuados para 
su atención.

El análisis concluyente sobre la situación 
de la libertad de expresión en la entidad 
sigue de alguna manera conectado con 
los estudios previos mencionados, que 
visualizan un Estado de derecho que no 
termina por consolidarse en términos 
democráticos. La libertad de expresión, 
a pesar de ser un derecho humano ga-
rantizado constitucionalmente y de te-
ner en el ámbito nacional una legislación 
que lo protege, no cuenta con un marco 
normativo que asegure sustantivamente 
su protección en el ámbito estatal. Esto 
se traduce en que la valoración total del 
Índice Estatal de Libertad de Expresión 
en México 2019 para el Estado de Nue-
vo León sea la más baja de las cuatro 
entidades federativas comparadas, ob-
teniendo un valor de 4.1.

A pesar de las iniciativas presentadas, a 
reserva de un aumento de sanciones a 
los que cometan homicidios contra las y 
los periodistas que se desarrollen en un 
medio de comunicación, contemplado 
en los artículos 292, 313 bis I, del Código 
Penal del Estado de Nuevo León, prác-
ticamente no existe mayor evolución 
legislativa para que de forma estructu-
ral, a través de mecanismos institucio-
nales, se puedan atender localmente 
las agresiones contra quienes ejercen el 
periodismo y la defensa de los derechos 
humanos. Además, en el mismo Código 
Penal se mantienen vigentes artículos 
que en la práctica criminalizan el ejerci-
cio de la libertad de expresión, como el 
delito del “halconeo”, la posibilidad de 
denunciar por el delito de injurias o de 
ser acusado por el delito de difamación. 
También se mantiene como un delito la 
obstrucción de las vías de comunicación 
cuando se trate de una manifestación 
pública, ya que sólo se permiten las que 
se presenten de “forma ordenada y pa-
cífica”, sin ofrecer criterios claros de qué 
se entiende por esto. 

En lo que respecta al carácter pluralista 
de los medios se observa como tal una 
alta concentración de la propiedad en 

los televisivos y radiales en sólo cuatro 
grupos empresariales, lo que va en de-
trimento de la pretensión de alcanzar un 
pluralismo de medios, como una condi-
ción sustantiva de la democracia. Ade-
más, a esto agregamos lo relativo a la 
transparencia del gasto gubernamental 
en publicidad en medios de comunica-
ción, donde prácticamente existe una 
alta opacidad, ya que no hay reglas cla-
ras de operación y no se señalan prohi-
biciones expresas en la ley para que la 
publicación de mensajes en redes de las 
personas servidoras públicas tenga un 
carácter institucional y no sirva como 
una promoción personalizada de su 
quehacer en el ámbito público.
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